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L E Y 43 de 1926 (noviembre 9) , «por la cual se 

da una autor ización al Gobierno para cooperar 

en una obra de u t i l idad nac ional .» 

E l Congreso de Colombia decreta: 

Ar t ícu lo l v Autorízase al Gobierno Nacional pa-
ra que, una vez hecho el estudio técnico y eco-
nómico ordenado en la Ley 28 del presente año, 
promueva si lo creyere conveniente, tenidos en 
cuenta todos los factores del problema, la cons-
t rucción de una vía férrea" que part iendo de un 
punto entre Cali y Buenaventura, sobre el fer ro-
ca r r i l - del Pacíf ico, teMJi i is la ciudad de Bu-
ga. La construcción de esta vía podrá l levarse a 
cabo directamente por la Nación o por medio de 
concesión pr iv i leg iada a uno o más de los Mun i -
cipios por donde vaya a pasar la nueva vía, o a 
part iculares colombianos, reconociendo la subven-
ción y dando en favor de los nacionales contra-
tistas las ventajas establecidas en las disposi-
ciones legales correspondientes. 

Parágrafo 1» E l contrato de concesión p r i v i le -
giada deberá estar sujeto a estas condiciones: 

Que la Nación podrá comprar en cualquier mo-
mento la obra construida por e l precio de costo, 
o por avalúo de peritos nombrados por las partes, ' 
a escogencia del Gobierno el procedimiento, de-
duciendo en todo caso la subvención rec ib ida. 

Parágrafo 2« Si -cuando se terminare el estudio 
ordenado en la' Ley 2 8 citada estuviere ya orga-
nizado el Consejo Nacional de Vías de Comunica-
ción, se oirá el dictamen de esta ent idad en rela-
ción con el asunto de que se t r a t a . 

Dada en Bogotá a cinco de noviembre de m i l 
novecientos veint iséis. 

E l Presidente del Senado, Marcel ino TRUJE 
ARANGO—-El Presidente de la Cámara de Repre-
sentantes, A le jandro C A B A L í *OMBO—El Secre-
tar io del Senado, Horacio Valencia A r a n g o — E l 
Secretario de la Cámara de Representantes, Fer-
nando Restrepo Br iceño. 

Poder E jecut ivo—Bogotá , noviembre 9 de 1926. 

Publíquese y ejecútese. 

M I G U E L ABA*DIA M E N D E Z — E l Min is t ro de 
Obras Públicas, Mar iano OSPINA P E R E Z . 

L E Y número 44 (noviembre 9 de 1926) , «por la 
cual se re forman los artículos 19 de la Ley 95 
de 1919 y 5? de la Ley 101 de 1923, sobre el 
camino de Occidente de Boyacá entre Tun ja* 
Chiqu inqui rá y Puerto Nace, y se decreta uña 
eubvención. *> � 

E l Congreso de Colombia decreto: 

Ar t ícu lo 1» Auifténtase a doscientos m i l tesos 
(? 200,000), anuafes ] a par t ida de cincuenta m i l 
pesos ($ 50,.000) decretada;, por los art ículos 19 
de ,1» Ley 95 de 1919 y 5« de la Ley 101 de 1923, 
para al camino de Occidente, el cual cont inuará 

construyéndose sobre trazado de carretera, entre 
Tun ja , Ch iqu inqu i rá y Puerto Nare, en el r ío Mag-
dalena, y ide ahí a empalmar con el fe r rocar r i l de 
Ant ioqu ia en la estación más adecuada. 

Ar t ícu lo 2« A la carretera entre Tun ja , Chiquin-
qu i rá y Puerto Nare, deben destinarse todos los 
auxi l ios, subvenciones, rentas y demás bienes que 
se hayan decretado por leyes anter iores para el. 
camino de Occidente. 

Ar t í cu lo 3» Destínase la cant idad de cincuenta 
m i l pesos ($ 50,000) para él p laneamiento, cons-
t rucc ión y fomento del puerto te rm ina l de la ca-
r retera de Occidente en te r r i to r io boyacense so-
bre el río Magdalena frente a Puerto Nare . 

Ar t ícu lo 4? Quedan en estos términos reforma-
das las Leyes 101 de 1923 y 95 de 1919. 

Ar t ícu lo 5 ' Subvenciónase con lá suma de m i l 
pesos 1,000) cada k i lómet ro de carretera que 
se construya entre Yacoipi y un punto adecuado 
sobre la que de Pacho 'conduce a Ut ica . ' 

Ar t ícu lo 6« Esta Ley regirá desde su sanción. 
Dada en Bogotá a cinco de noviembre de m i l 

novecientos veint iséis. 

E l Presidente del Senado, Marcel ino U R I B E 
ARANGO—E,1 Presidente de la Cámara de Repre-
sentantes, A le jandro C A B A L P O M B O — E l Secre-
tar io del Senado, Horac io Valencia A r a n g o — E l 
Secretario de la Cámara de Representantes, Fer -
nando Restrepo Br iceño. 

Poder E jecut ivo—Bogotá , noviembre 9 de 1926. 

Publíquese y^ ejecútese. , 

M I G U E L A B A D I A M E N Ü E Z — E l Min is t ro de 
Obras Públicas, Mar iano OSPINA P E R E Z . 

UniY 45 de 1926 (noviembre 10 ) , «por la cual se 

fomenta el Ins t i tu to colombiano para ciegos, en 
Bogotá, y l¡a creación de establecimientos simi-
lares en los Departamentos.» 

E l Congreso de- Colombia decreta: 

Ar t ícu lo 1« Desde la vigencia de esta Ley el 
Ins t i t u to colombiano para ciegos, fundado en la 
capital de la Repúbl ica por el señor don Juan An-
tonio Pardo Ospina, funcionará bajo la inmedia-
ta dirección de una Junta formada por su Direc-
tor , por el Presidente de la Sociedad de San Vi -
cente de Paúl, el Secretario del Min is ter io de 
Inst rucc ión y Salubridad Públicas, y. un Tesore-
ro que nombrará este mismo Min is ter io . 

La Junta Direct iva del Ins t i tu to tendrá comple-
ta autonomía para reorganizarlo en la forma que 
considere más conveniente, dándose sus propios 
reglamentos e inv i r t iendo los dineros, de cualquier 
origen, que reciba la inst i tución, en beneficio de 
e l la . 

Ar t ícu lo 2? E l Ins t i t u to colombiano para ciegos 
deberá prestar su apoyo al establecimiento y des-
arro l lo de escuelas para ciegos en las capitales 
de los Departamentos. Para este efecto, cada es-
cuela se d i r ig i rá al Ins t i tu to , por medio de la 
Gobernación respectiva. 

Ar t ícu lo 3« En las Leyes de Presupuesto de ca-
da vigencia f iscal se apropiarán las part idas ne-
cesarias para el cumpl imiento de esta Ley . 

Ar t ícu lo 4» Abrese al Presupuesto de gastos de 
esta vigencia, el siguiente crédi to adic ional : ' 

M I N I S T E R I O D E INSTRUCCION Y S A L U B R I D A D 
^ PUBL ICAS 

CAPITULO 58 

Ar t i cu lo 647 bis. Para dar cumpl imiento al ar-
t ículo 2? de la Ley 56 de 1925 para los Ins t i tu tos 
de ciegos de Ant ioqu ia y Cundina-
marc-a $ 10,000 . . 

Ar t ícu lo 5» Esta Lsy regirá desde su sanción. 

Dada en Bogotá a sqIs de noviembre de m i l 
novecientos veint iséis. 

E l Presidente del Senado, Marcel ino U R I B E 
A R A N G O — E l Presidente de l a Cámara de Repre-
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sentantes, Alejandro CABAIi POMBO—El Secre-
tar io del Sellado, Horacio Valencia Arango—El 
Secretarlo de la Cámara de Representantes, Fer-
nando Rea trepo Briceño. 

Poder Ejecutivo—Bogotá, noviembre 10 de 1926. 

Publfque.e y ejecútese. 

MIGUEL ABADIA MteNDEZ—"-El Ministro de 
Instrucción y Salubridad Públicas, Si lvlno RO-
DRIGUEZ. 

L E Y 46 de 1926 (noviembre 10), «por la cual se 
aprueba el Tratado de Extradición entre la Re-
pública de Colombia y la República Argent ina.» 

E l Congreso de Colombia visto el Tratado de 
Extradición entre la República de Colombia y la 
República Argentina, f i rmado en Bue>nos Aires el 
día 28 de agosto de 1922, por tos Plenipotencia-
rios de los dos 'países, que a la letra dice: 

«Su Excelencia el señor Presidente de lia Repú-
blica de Colombia, y Su Excelencia el señor Presi-
dente de la República Argentina, considerándolo 
conveniente para la mejor administración de la jus-
t icia y 'para la prevención de delitos en sus respec-
tivos terr i tor ios, han resuelto celebrar un Tratado 
de Extradición a cuyo efecto las Altas Partes Con-
tratantes, han designado sus Plenipotenciarios a 
saber: 

«Su Excelencia el señor Presidente de la Repú-
blica de Colombia, a Su Excelencia el señor Ge-
neral Carlos Cuervo Márquez, su Enviado Ext ra-
ordinario y Ministro Plenipotenciario ante e!l Go-
bierno Argent ino. 

«Su Excelencia el señor Presidente de la Repú-
blica Argentina, a Su Excelencia el señor doctor 
Honorio Pueyrredón, su Ministro de Relaciones 
Exteriores y Culto. 

«Quienes habiéndose comunicado mutuamente 
sus respectivos plenos poderes, hallados en buena 
y debida forma, han convenido los siguientes ar-
tículos: 

«Artículo primero. 

«Las Altas Partes Contratantes bajo las condl-. 
ciones y circunstancias que se mencionan en el 
presente Tratado, se obl igan recíprocamente a la 
entrega de las -personas que se encuentren en te-
r r i to r io de su jur isdicción y que sean acusadas o-
estén condenadas, por alguno de los actos, delic-
tuosos que se enuméran en e l art iculo segundo, 
cometidos o cuyos efectos deban producirse en el 
ter r i tor io de cada Parte Contratante o en lugares 
sometidos a su jurisdicción, o si fuere en otro 
país, por agentes o empleados de autoridades de 
cada Parte, en el desempeño de su cargo. 

«Artículo segundo. 

«Darán ¡lugar a la extradición los actos delic-
tuosos cometidos contra: 

«1 ) . Las personas. 
«2) . E l honor personal. 
«3 ) . La honestidad. 
«4 ) . E l estado c iv i l . 
«5 ) . L ibertad personal. 
«6) . La propiedad. 
«7 ) . La seguridad pública, entendiéndose por 

tá l cualquier acto ejercido con intención cr imina l 
que ponga en peligro la vida o los bienes de las 
personas. 

«8) . Falsif icación de papales y documentos pú-
blicos o privados. Circulación de papeles falsos. 
Falsif icación de actos oficiales o circulación de 
los falsif icados. 

«9 ) . Adulteración o falsif icación de moneida 
metálica o f iduciar ia . Emisión, circulación o adul-
teración de sellos de correo, estampillas o sellos 
del Estado. 

«10) . Peculado o malversación de caudales pú-
blicos . 

«11) . Fraude y abuso de confianza. 
«12) . Per ju r io o eobornb para obtenerlo. 
«13) . Crímenes y delitos cometidos en e l mar, 

siempre que dichos actos sean infracciones a las 
leyes penales de cualquiera de las Altas Partes 
Contratantes, con una pena pr ivat iva de la l iber-
tad por un t iempo no menor de dos años u' ot ra 
equivalente. 

«Habrá Igualmente de concederse la extradi-
ción por el delito frustrado, la tentativa y la com-
plicidad en cualquiera de los delitos ar r iba men-
cionados, siempre qu® estos actos sean punibles 
por las leyes de ambas Partes Contratantes. 

«Artículo tercero. 

«La extradición no tendrá lugar : 
«1 ) . Si el hecho delictuoso, aúnque cometido 

fuera del país de refugio, hubiera aido objeto de 
proceso y juzgado, administrado o indultado en 
dicho país. 

«2) . Cuando e l acto delictuoso hubiere sido 
cometido en fel país requerido. 

«3) . Cuando la pena o la acción penal se en-
contraren ipresicriptas según las leyes de cual-
quiera de los Estados de laa Partes Contratantes. 

«4) . Cuando la persona cuya extradición se so-
l ic i te sea ciudadano nativo o naturalizado del país 
requerido. 

«5) . Por delitos políticos o hechos conexos, cu-
ya calificación quedará a juicio de la parte de 
quien se demande la entrega; o si se prueba que 
la extradición se solicita con objeto de juzgarlo 
y condenarlo por un hecho de carácter pol í t ico. 

«No regirá esta restricción y el requerido de-
berá ser entregado, cuando hubiere cometido un 
delito común, encubriéndolo con un acto pol í t ico. 

«Este Tratado no se aplicará por actos o hechos 
delictuosos cometidos antes de la vigencia del 
mismo. 

«Artículo cuarto. 

«El Estado que recibe una persona a mérito 
de este Tratado, no podrá enjuiciar la por algún 
otro delito distinto del que motivó su entrega. 

«No es aplicable esta cláusula a aquellos deli-
tos cometidos después de la extradición. 

«Artículo quinto. 

«Cuando la ¡persona reclamada se hallare proce-
sada o condenada por el Estado requerido, la en-
trega, cuando a esito procediere, no se hará sino 
cuando el reclamado sea absuelto o indultado o 
haya cumplido la condena, o cuando de algún mo-
ldo haya terminado el ju ic io . 

«Artículo sexto. 

«La extradición a que ®e refiere este Tratado, 
se concederá, entendiéndose que la persona que se 
entrega no debe ser sometida a leyes n i t r ibuna-
les de excepción, n i agravarse la pena por consi-
deraciones de orden .político. 

«Articuló séptimo, 

«Cuando se trate de un ciudadano del país re-
querido, que hubiera cometido un deli to en e l te-
r r i to r io de jur isdicción dé la otra Parte Contra-
tante, esa persona deberá ser juzgada y condena-
da—a pedido de aquella Parte—por los Tr ibunar 
les y conforme a las leyes de su país; debiendo 
considerarse extinguida la acción por ese delito 
una vez cumplida o indultada la pena en dicho 
país. 

«Artículo octavo. 

«Si la persona requerida por una de las Altas 
Partes Contratantes, según los términos del pre-
sente Tratado, lo fuere también por otro u otros 
Estados, se concederá la extradición a aquel cuya 
petición haya sido presentada en pr imer término, 
ante el Gobierno requerido; sin atender al lugar 
de la comisión del acto punible, n i a la naciona-
l idad, con excepción del artículo tercero, inciso 
quinto. 

«Artículo noveno. 

«Los pedidos de extradición deberán ser in t ro-
ducidos por :1a vía diplomática de ambos Gobier- ' 
nos, y se acompañarán siempre de la .Siguiente do-
cumentación: 

«1) . Si la requisitor ia de extradición es de un 
acusado, se presentará con testimonio legalizado 
del mandamiento o auto de pr is ión u orden aná-
loga que hubiera dictado la autor idad jud ic ia l 
competente del Estado que pide la extradición, con 
constancia del hecho imputado, lugar y fecha de 
la comisión del del i to; como asimismo testimonio 
legalizado de las disposiciones -penales aplicables 
al acto imputado, y f i l iac ión—en cuanto sea posi-
ble—de la persona requerida. 

«2) . Si la requisi tor ia se refiere, a una persona 
condenada, testimonio legalizado de Ja sentencia 
o fal lo condenatorio ejecutoriado, dictada por t r i -
bunal competente; de lás disposiciones penales 
aplicables si no estuvieren contenidas en dicho 
fa l lo . � 

«La sentencia dictada en rebeldía no se consi-
derará como una condenación, pe>ro la persona así 
sentenciada .se considerará como acusada. 

«Artículo décimo. 

«Todos los objetos que constituyan el cuerpo 
del delito, los que provengan de él o hayan ser-

vido para cometerlo, lo mismo que cualesquiera, 
otros elementos de convicción que se hayan encon-
trado en poder del fugi t ivo, atírán, después de la. 
decisión de la autor idad competente, entregados a l 
Estado reclamante, en cuanto pueda practicarse! 
y ser conformé con las leyes de las" respectivas, 
naciones. 

«Artículo décimoprimero. 

«En caso de urgencia se podrá atender un pe-
dido de detención provisional de una persona i n -
troducido, escrito ó telegráficamente, por la mis -
ma vía que el pedido formal de extradición y 
siempre que prometa presentar los documentos 
y el pedido formal de acuerdo con el art iculo no-
veno . 

«El detenido será puesto en l ibertad a los se-
senta días siguientes de su detención provisional, 
si no hubiere sido presentada la referida solici-
tud de extradición. 

«Artículo décimosegundo. 

«La requisitoria de extradición en cuanto a sus 
trámites, a su apreciación y demás cuestiones le-
gales de fondo y de forma, quedará sometida a la 
decisión del Magistrado competente y a ¡las pres-
cripciones legales correspondientes de la A l ta 
Parte Contratante requerida, en cuanto no se 
oponga el presente Tratado. 

«Si se concediere la extradición, el Estado que 
la solicitó debe hacerse cargo de la persona re-
querida en el 'lugar asiento del Juzgado que la 
concedió. Si solicita el transporte a la otra loca-
l idad, los gastos de pasaje,serán a su cargo. 

«A Jos noventa días de haberse notif icado a l 
representante diplomático o al Gobierno del país 
que solicita la extradición, que ésta ha sido con-
cedida, se pondrá en l ibertad al detenido, que no 
deberá ser arrestado nuevamente por la misma 
causa que motivó ese pedido de extradición. 

«Artículo déclmotercero. 

«El tránsito a través del terr i tor io de una de 
las Altas Partes Contratantes y con destino a l 
de la otra Parte, de una persona cuya extradición 
le haya sido concedida por un tercer Estado, será 
consentida por decisión de las autoridades j u d i -
ciales, siempre que esa ¡persona no fuere ciuda-
dano del ¡país de su paso, y mediante la presenta-
ción—por vía diplomática—de los documentos que 
expresa el artículo noveno y cuando el hecho que 
motivó la extradición esté comprendido entre los 
que dan lugar a esa entrega» de acuerdo con este 
Tratado. 

«Las autoridades del país cuyo permiso se so-
l ic i ta prestarán la vigi lancia necesaria sobre la 
persona del requerido, pero los gastos del trans-
porte serán a costa del Gobierno que lo requiere. 

«Artículo décimoCuarto. 

«Los gastos que produzca el arresto, detención 
o entrega de la persona cuya extradición se hu-
biere concedido, en el terr i tor io del país que lo 
entrega, serán cubiertos por el Gobierno del país 
requerido. 

«Artículo decimoquinto. 

«El presente Tratado será rati f icado y sus ra-
tificaciones serán canjeadas a la brevedad posi-
ble; y entrará a regir para ambas partes, simul-
táneamente, inmediatamente después de realizado 
el referido canje. 

' «Estará en vigor hasta seis meses después del 
día en que una de las dos Altas Partes Contra-
tantes haya manifestado a la otra su voluntad de 
hacerlo cesar en sus efectos. 

«En fe de lo cual los Plenipotenciarios respecti-
vos f i rmaron el presente en dos ejemplares de 
igual tenor y le pusieron sus sellos, en la ciudad 
de Buenos Aires, capital federal de la República 
Argentina, a veintiocho días del mes de agosto de l 
año de m i l novecientos veintidós. 

¡ 

«(F i rmado) , C. Cuervo Márquez—(Firmado,),. 
H. Pueyrredón. 

«República de Colombia—Poder Ejecutivo' Na-
cional . 

«Apruébase el anter ior Tratado. Sométase al! 
Congreso Nacional para los efectos constitucio-
nales. 

«Bogotá, ju l io 24 de 1926. 

« (F i rmado) , PEDRO N E L OSPINA—El Minis-
t ro de Relaciones Exteriores ( f i rmado) , Eduardo-
RESTREPO SAEJÍZ,» 
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decreta: 

Artículo único. Apruébase el preinserto Tra-
tado de Extradición, celebrado entre la Repúbli-
ca de Colombia y la República Argent ina. 

Dada en Bogotá a dos de noviembre de m i l no-
vecientos veintiséis. 

E l Presidente del Senado, Marcelino URIBE 
ARANGO—El Presidente de la Cámara de Repre-
sentantes, Alejandro CABAL POMBO—El Secre-
tario del Senado, "Horacio Valencia Arango—El 
Secretario de la Cámara de Representantes, Fer-
nando Reetrepo Briceño. 

PodeT Ejecutivo—Bogotá, noviembre 10 de 1926. 

Publíquese y ejecútese. 

MIGUEL ABADIA MENDEZ—El Secretario del 
Ministerio de Relaciones Ext&riores, encargado 
del Despacho, Antonio GOMEZ RESTREPO. 

MINISTERIO DE GOBIERNO 

DECRETO número 1862 de 1926 (noviembre 5) , 
por el cual se nombran Gobernadores de los De-
partamentos de Antioquia, .Caldas y Norte de 
Santander. 

E l Presidente de la República de Colombia, en 
uso de sus facultades constitucionales, decreta: 

Art ículo único. Por renuncia aceptada a los t i -
tulares, nómbránse Gobernadores de los Departa-
mentos de Antioquia, Caldas y Norte de Santan-
der a los señores General Pedro J . Berrío, doctor 
Daniel Gutiérrez y Arango y. doctor Luis Febres 
Cordero, respectivamente. 

Comuniqúese y publíquese. 

Dado en Bogotá a 5 de noviembre de 1926. 

MIGUEL ABADIA MENDEZ — E l Ministro de 

Gobierno, Jorge VELEZ. 

DECRETO número 1863 de 1926 (noviembre 8) , 
por el cual se dicta el reglamento .de policía na-
cional sobre vagancia y ratería. 

E l Presidente de la República de Colombia, en 
ejercicio de las autorizaciones extraordinarias que 
le confieren las Leyes 51 (artípulo único) y 88 

(art iculo 9») de 1925 y él artículo 76 de la Cons-
t i tución Nacional, y considerando que el Consejo 
de Estado por sentencias de fechas 12 de abr i l y 
6 de octubre del año en curso, emanadas, respec-
tivamente, de la Sala Plena y de la Sala de lo Con-
tencioso, ha f i jado el preciso alcance de dichas 
autorizaciones, decreta: 

Art ículo 1» Son vagos: 

1« Los que sin tener oficio, capital o renta no 
comprueben medios lícitos y honestos de subsis-
tencia . 

2» Los individuos que sufran cuaj.ro o más con-
denas de policía en su semestre. 

3» Los menores de edad que causen frecuentes 
escándalos por su insubordinación a la autoridad 
de. las personas de quienes dependan o que obser-
ven reconocidas malas costumbres o que sean ha-
llados en «asas de lenocinio por tres veces o más en 
un tr imestre, o en casas de juegos permitidos por 
más de cinco veces por t r imestre. 

Los ebrios consuetudinarios, entendiéndose 
por tales los que hayan sido conducidos en ta l es-
tado a la policía por más de cinco veces en un t r i -
mestre . 

5' Los que hayan sido hallados por más de dos 
veces por tr imestre en sit io donde se estén jugan-
do juegos prohibidos a la vista o con conocimiento 
de ellos. 

6» Las rameras que por tres o más veces en un 
t i imestre fomenten escándalos o riñas en sus do-
micilios, o que ocasionen escándalos en las calles 
o sitios públicos. 

7» Los que sin inconvenientes graves para tra-
bajar o sin licencia de autoridad pública, se dedi-
can a la mendicidad. 

S' Los que an^an de pueblo en pueblo sin ejer-
cer una industr ia u oficio que les proporcione hon-
radamente la subsistencia. 

Art iculo 2« Son rateros: 

í ' Los que estando registrados o fichados como 
tales en la oficina antropométrica de la policía o 
en los juzgados y hayan sufr ido siquiera tres con-
denas por delitos o contravenciones contra la pro-
piedad, cometan una nueva infracción de esta mis-
ma especie. 

2» Los que en un semestre sufran tres o más 
condenas de policía por delitos contra la propie-
dad. 

3' Los que sean sorprendidos o capturados en 
el acto de hur tar o sustraer a las personas, en las 
calles o lugares de concurrencia, prendas de ves-
tido o de uso personal. 

�!'�' Los que sufran tres o más condenas de poli-
cúi por hurtos o robos perpetrados en casas, ha-
bitaciones, almacenes o tiendas. 

5» Los que habiendo sido llamados a juicio tres 
o más veces por auto ejecutoriado del Poder .Ju-
dicial, sufran una nueva condena de policía por 
delito contra la propiedad. 

6« Los timadores contra quienes haya indicios 
o sospechas fundadas, por lo menos, de que por 
dos veces siquiera en un año, han intentado esta-
far a otras personas con supercherías o embustes 
o valiéndose de la credulidad ajena. � 

7' Los que tengan por oficio negociar o encu-
b i i r objetos que procedan de la comisión de delitos 
contra la propiedad, lo cual se presume cuando 
han ejecutado esos hechos por dos o más veces'en 
un afio. 

Art ículo 3 ' Las infracciones a que se refiere 
este reglamento serán juzgadas, cualquiera que 
sea la edad del responsable, por los funcionarios 
de policía, siguiendo el procedimiento verbal . 

� 

Artículo 4? En los casos de vagancia o ratería 
el reo será condenado a confinamiento en una co-
lonia agrícola por uno o dos años. Los menores de 
diez y siete años serán castigados con arresto de 
seis a diez y ocho meses, pudiendo convertirse el 
arresto por concierto en una casa o escuela, de tra-
bajo durante igual t iempo. 

Art ículo En cada caso de reincidencia se apli-
cará el máximo de la pena. 

Art ículo 6' En las respectivas oficinas de policía 
se l levará una estadística de las personas que ha-
yan sufrido penas impuestas por las autoridades 
de policía; de las que el Poder Judicial haya con-
denado o l lamado a juiciOj por delitos contra la 
piopiedad; de las que sean halladas en sitios don-
de se jueguen juegos prohibidos; de las que hayan 
intentado estafas; de las que hayan sido condu-
cidas en estado de ebriedad; de los menores ha-
llados en casas de lenocinio o garitos; de las ra-
meras que hayan sido condenadas por'escándalos 
o riñas, y, en general, de los nombres de toda 
clase de personas maleantes con anotación de los 
hechos imputables y que acusen mala conducta. 

Art ículo 7' Los informes jurados y debidamente 
detallados y especificados de los Jefes, Comisarios 
y Agentes de Policía, sobre cada hecho de malas 
costumbres, de asistencia a casas de lenocinio o 
de juegos, de escándalos, de actos de mendicidad, 
de sustracción de prendas de vestido o uso perso-
nal o de objetos de domicilios o tiendas, serán ele-
mentos suficientes en que los funcionarios de po-
licía pueden prudencialmente hacer declaración de 
vagancia o ratería. 

Art ículo 8? E l presente Decreto regirá desde el 
día 15 de los corrientes. 

Comuniqúese y publíquese. ¡ 

Dado en Bogotá a 8 de noviembre de 1926. 

MIGUEL ABADIA MENDEZ — E l Ministro de 
Gobierno, Jorge VELEZ. 

RESOLUCION número 1785 de 1926, sobre perso-
nería jur íd ica. 

República de Colombia—Poder Ejecut ivo. 

Vista la solicitud elevada al Ministerio de Go-
bierno, por conducto dél Gobernador de Cundina-
marca, por el señor Venancio Narváez, con el f i n 
de obtener del Poder Ejecutivo que se reconozca 
personería jurídica a ,1a Sociedad Protectora del 
Obrero, Auxilio Mutuo, domici l iada en esta capi-
ta l ; y teniéndose en cuenta, que en los estatutos 
respectivos no se hal la ninguna disposición con-
t rar ia a l orden legal n i a las buenas costumbres, 
artículos 47 y 49 de la Constitución Nacional, y 
que la solicitud ha sido hecha en la forma y tér-
minos que determina el Decreto 1326 de 1922, 
s© resuelve: 

Reconócese personería jurídica a la Sociedad 
Protectora del Obrero, Auxilio Mutuo, de que se 
ha hecho mención. 

En caso de que la citada Sociedad resuelva es-
tablecer secciones de ahorros, de acuerdo con 3o 
establecido en ©1 art iculo 2' de los estatutos, debe 
darse cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 
52 d i la Ley 68 de 1924; y »si se int rodujeren re-
formas en los estatutos, deberán someterse "a la 
aprobación del Gobierno en v i r t ud del art ícelo 636 
del uódigo C iv i l . 

! . 
Esta Resolución empezará a regir quince días 

después de su publicación en el Diario Oficial. 

Comuniques©. 
^ 1 

Dada en Bogotá a 27 de octubre de 1926. 
E l Presidente de la República, M IGUEL A B A i 

DIA MENDEZ—El Ministro de Gobierno, Jorge 
V E L E Z . 

,80)—Derechos consignados, >$ 2—Publicación, 
una vez. 

MINISTERIO D E HACIENDA Y CREDITO 
PUBLICO 

DECRETO número 1893 de 1926 (noviembre 11), 
por el cual se aprueba el marcado con el número 
24, de ju l io 10 del corriente año, dictado por el 
señor Comisario Especial del Vichada. 

E l Presidente de la República de Colombia, en 
uso de sus facultades legales, decreta: 

Ar t icu lo único. Apruébase el siguiente Decreto 
dictado por el Comisario Especial del Vichada: 

"Decreto número 24 de 1926 ( ju l io 10), por el 
cual se prohibe la producción, introducción y 
consumo de bebidas alcohólicas y fermentadas. 

" E l Comisario Especial del Vichada, en uso de 
facultades legales, decreta: 

"Ar t ícu lo 1" A part i r del día de la publicación 
del presente Decreto en adelante, queda terminan-
temente prohibido en todo el ter r i tor io de la Co-
misaría la producción, introducción y el consumo 
de bebidas alcohólicas destiladas y fermentadas. 
Solamente podrán expenderse aguas gaseosas, sean 
o nó minerales, y las cervezas y demás bebidas fer-
mentadas cuya producción alcohólica no pase del 
cuatro por ciento (4 por 100) y conforme a lo 
estatuido en el artículo 5« de la Ley ochenta y 
echo (88) de 1923. 

Art ículo 2' En caso de regocijos públicos, con' 
motivo de faustos acontencimientos y por sol icitud 
expresa de los Concejos Municipales respectivos, 
podrá el Comisario conceder permiso, si lo estima 
conveniente, para expender bebidas alcohólicas de 
las seis de la mañana a las seis de la tarde del 
mismo día. 

"Ar t i cu lo 39 La producción, expendio y comercio 
de alcoholes impotables, comerciales o medicinales 
no podrá hacerse sino de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 2» de la Ley t re inta y ctlatro 
(34) de 1925, o sea en aparatos qúe puedap pro-
ducirlos directamente en una sola destilación, a no 
menos de t re inta y cuatro' grados Cart ier que se 
haga la desnaturalización en el acto mismo de des-
ti lado, y que se dé aviso anticipado de la instala-
ción de la fábrica al ^ m i s a r i o Especial. 

"Ar t ícu lo 4» E l que contravenga lo dispuesto en 
el presente Decreto incurr i rá en una multa de diez 
a cien pesos ($ 10 a $ 100) . Las autoridades de la 
Comisaría que lo in f r in jan o autorizasen su in-
fracción incurr i rán en el máximum de la mu l ta . 

"Publíquese, comuniqúese a l señor Ministro de 
Gobierno y cúmplase. 

"Dado en Puerto Carreño a diez de ju l io de m i l 
novecientos veintiséis. 

" E l Comisario Especial, Buenaventura Bustos. 
Elias Balcázar, Secretario^" 

Comuniqúese y publíquese. 

Dado en Bogotá a 11 de noviembre de 1926. 

MIGUEL ABADIA MENDEZ — E l Ministro de 
Hacienda y Crédito Público, J . A . GOMEZ RE-
CUERO. 

RESOLUCION NUMERO 212 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público—Sec-

ción 2*—Primera Superintendencia Delegada. 

Bogotá, octubre 30 de 1926. 

Con «emor ia l de 13 de los corrientes, han ve-
nido a este Despacho el Banco Central, el Comer-
cial Bank of Spanisch American Limited, el Ban-
co de Londres y América del Sud, el Banco de Bo-
gotá., el Banco Alemán Antioqueño, el Banco de 
Colombia, The Royal Bank of Canadá, el Banco 
Hipotecario de Colombia y el Banco Francés e I ta-
liano, representados por sus respectivos Gerentes, 
y solicitan que «e reformen los incisos 3» y 4* del 
Decreto número 802 de este afio, que imponen a 
los bancos hipotecarios que tengan emitidas cédiu-
las al portador la «bligación de dar aviso a la re-
caudación del impuesto sobre la renta, "de todo 
pago que hagan por este motivo, con expresión áe 
la suma cubierta y del nombre del tenedor de los 
t í tu los," así como la obligación para todos líos 


